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TRIBUNAL SALA PRIMERA Nim. de Registro: 1897/90
CONSTITUCIONAL
Excmos. Sres.: ASUNTO: Amparo promovido
por don Antonio Claver
D. Francisco Tomés y Valiente Lacasa.
D. Fernando Garcia-Mén y v
Gonzélez-Regueral SOBRE: Contra autos de 16
D. Carlos de la Vega Benayas de marzo y 9 de abril de {
D. Jesls Leguina Villa 1990 del Juzgado de Ins- |
D. Luis L6pez Guerra truccién n? 1 de Huescaf
D. Vicente Gimeno Sendra sobre autorizacién de en—g

trada en domicilio y auto?
de 21 de junio de 1990 de
la Audiencia Provincial dé;

esa misma ciudad que con}
!

i
i

firma los anteriores.

/!

En la pieza separada de suspensién, la Sala ha acordado
dictar el siguiente

AUTO

I.- ANTECEDENTES

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el dia
21 de julio de 1990, el Procurador de los Tribunales don
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Eduardo Mufioz-Cuellar Pernia, en nombre y representacién de
don Antonio Claver Lacasa, interpuso recurso de amparo contra
los autos de 16 de marzo y 9 de abril de 1990 dictados por el
Juzgado de Instruccién n? 1 de Huesca sobre autorizacién de
entrada en domicilio, asi como contra el auto de 21 de junio
de 1990 de la Audiencia Provincial de esa misma ciudad qye
confirma los anteriores en apelacién. Invoca la vulneracién de
los derechos consagrados en los apartados 1 y 2 del art. 24
CE. \

2. La demanda tiene como base los siguientes antecedéﬁ—
tes:

A. El Ayuntamiento de Huesca, solicité del Juzgado |de
Instruccién al que por turno correspondiera de la ciudad ﬁe

Huesca, autorizacioén para la entrada en un edificio propiedad
del actual recurrente en amparo, con el fin de efectuar obras
de rehabilitacién del mismo. El Juzgado de Instruccién n¢ 1] de

Huesca dicté auto en fecha 16 de marzo de 1990 concediendo di-
cha autorizacién, resolucién de la que tuvo conocimiento| el
recurrente en fecha 23 de marzo, al serle enviada carta pon el
citado Ayuntamiento a la que se acompafiaba copia del refeyido
auto.

B. Con fecha 26 de marzo de 1990 el recurrente formulé
recurso de reforma contra la anterior resolucién, alegando|que

la misma habia sido dictada sin respetar los derechos de au-
diencia y defensa. El Juzgado desestimé6 el recurso por auto de
9 de abril de 1990.

C. Formulado recurso de apelacién, éste se admitié en un
efecto; recibidos los testimonios en la Audiencia Provincial,
se concedié trémite para instruccién,vcompareciendo el recu-
rrente que reprodujo los anteriores motivos de impugnacién y
planteé la inconstitucionalidad del art. 87. 2 de la LOPJ. La
Audiencia Provincial de Huesca dicté auto en fecha 21 de junio
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de 1990 por el que, desestimando el recurso, confirmé la reso-
lucién impugnada.

3. Contra las anteriores resoluciones recurre en amparo
el demandante por presunta lesién de los derechos a obtener
tutela judicial efectiva sin indefensién, a un proceso con to-
das las garantias y al Juez ordinario predeterminado por 1lal
Ley, con la siplica de que se declare la nulidad de los tre%

autos impugnados, reconociendo expresamente su derecho a qué
tenga lugar un proceso previo a la concesién de la autoriza-+

Toda la argumentacién del demandante se reconduce a
ausencia de intervencién contradictoria del mismo antes de g
el 6rgano judicial a quo dictase el auto por el que se conc
dié la autorizacién de entrada. Con ello se ha vulnerado
derecho de audiencia y defensa y asimismo el derecho a un p
ceso con todas las garantias, pues tal procedimiento no
existido en este caso, lo que se agrava por el hecho de que
Juzgado no notificase al mismo el auto dictado. También
produjo tal lesién como consecuencia de su falta de interv
cién en el recurso de apelacién porque después del trémite |
instruccién no se realizaron m&s actuaciones en la Audienclia.
En canto a la lesién del derecho al Juez ordinario, entiende
el actor que la atribucién de competencia que otorga el art.
87. 2 LOPJ al Juez penal, vulnera ese derecho, porque no va
acompafiada del correspondiente procedimiento que asegure la
efectiva tutela judicial en el sentido anteriormente indicado.

4. Por Providencia de 7 de noviembre de 1990, y tras la
admisién a trémite del recurso de amparo, la Seccién acuerda
tener por formada la pieza separada de suspensién, quedando
pendiente de tramitacién hasta la nueva designacién de Procu-
rador, por fallecimiento del hasta ahora nombrado Sr. Mufioz-
Cuellar Pernia. Por Providencia de 17 de diciembre de 1990,
designado nuevo Procurador, la Seccién acuerda conceder un

O
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plazo comin de tres dias al Ministerio Fiscal y al solicitante
de amparo para que detro de dicho término aleguen lo que esti-
men pertinente en relacién con la peticién de suspensién inte-
resada.

5. E1 Ministerio Fiscal presenta4sus alegaciones en fe-
cha 22 de diciembre de 1990. En ellas sefiala que es necesario,
de Olconformidad con lo dispuesto en el art. 56.1 LOTC, ten

presente la naturaleza del acto de los poderes piblicos cuy;
suspensién se pide a los efectos que de su ejecucién pudier;
derivarse para el recurrente en amparo, siendo el criterio de|
TC que, traté&ndose de resoluciones judiciales, la suspensi
no procederd por lo general, habida cuenta del interés genera
inherente a la ejecucién, que s6lo cede cuando se acredite qge
tal ejecucién causa un perjuicio que haria perder al amparo gu
finalidad. En este caso -continGa el Ministerio Piblico-
ejecucién de las resoluciones impugnadas s6lo puede supo
que el Ayuntamiento que solicit6é la autorizacién ara entrar en
el edificio, realice las obras necesarias para la rehabilita-
cién del inmueble, lo que no haria perder al amparo su finalfi-
dad, porque los perjuicios que en hip6tesis pudiera causar [la
rehabilitacién serian susceptibles de resarcimiento por [la

Corporacién que ordené realizarla, o bien, se podria obtener
por el demandante la demolicién de la obra indebidamente rea-
lizada. Por todo ello el Fiscal estima que no procede acceder
a la suspensién solicitada. '

6. El demandante de amparo no ha formulado alegaciones
respecto de la peticién inicial de suspensioén.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El art. 56 de la LOTC prevé la suspensién del acto
impugnado en amparo cuando la ejecucién pueda ocasionar un
perjuicio que haria perder al amparo su finalidad, aunque au

“4f
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toriza también a denegar la suspensién cuando de ella pudiera
sequirse perturbacién grave de los intereses generales o de
los derechos fundamentales o libertades piblicas de un terce-
ro. Ahora bien, si la peticién de suspensién afecta a resolu-
ciones judiciales, este Tribunal viene manteniendo que la re-
gla general debe ser la denegacién de dicha suspensién, habida
cuenta del interés general que implica su ejecucién. Por elloﬁ
en estos casos, tan solo serd procedente acceder a la medids
Olcautelar interesada si de no acordarse aquélla se ocasionj
un perjuicio que haga perder al recurso de amparo su finali%

|
dad.

2. En el presente supuesto, la ejecucién de las resolp

& MT_M«;I';;ILL;.;,Q“

ciones 3ud1c1ales impugnadas no impide la consecucién de
finalidad persegulda con el recurso. Asi, en primer lugar, 71
demandante de amparo ha omitido toda alegacién al respecto,

margen de su peticién inicial en el escrito de demanda, d}‘
hacia constar que las obras de rehabilitacién del inmue
para cuya entrada se solicité autorizacién, se encontraban

ya iniciadas, sino préximas a su terminacién; pero, ademds y
esencialmente, no es en este supuesto la legalidad| o
ilegalidad de las mencionada obras y, por tanto, de la actha-

administrativo el fin perseguido a través del presente reéur—
8o, sino que el objeto del amparo viene constituido por la
eventual lesién de los derechos fndamentales invocados en las
sucesivas resoluciones judiciales que se limitaron a autorizar
la entrada en el inmueble, por parte de los operarios de la
Corporacién Municipal ante la negativa del recurrente a permi-
tir la mencionada entrada. En consecuencia, la finalidad per-
seguida con el amparo no puede verse afectada ni perjudicada
por la ejecucién de dichas resoluciones, que quedé consumada
con la entrada, que no debe confundirse con la actuacién admi-
nistrativa previa que la motivé,' y en las que confluye en
principio, el interés general que inicialmente se ha sefialado.
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Todo ello determina que en este supuesto no proceda acceder a
la suspensién solicitada.

Por lo expuesto, la Sala acuerda denegar la peticién de

suspensién de la ejecucién de las resoluciones judiciales re-
curridas.

Madrid, a catorce de enero de mil novecientos noventa y
uno.
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